
  

1/9 

Palacio de Armijo | Don Juan de Aragón, 7 | 50001 Zaragoza 900 
210 210 | eljusticiadearagon.es  

Exp: Q24/300/07 

Sr. Alcalde-Presidente 
Ayuntamiento de Villarroya del Campo  
Envío electrónico, destino ud. / ofic.: 
L01502941 / O00027739 

ASUNTO: Sugerencia sobre la diferencia de tarifas para empadronados y no 

empadronados por el uso de la pista de pádel. 

I. ANTECEDENTES 

Primero.- Tuvo entrada en esta Institución escrito de queja que quedó 

registrado con el número de referencia arriba indicado  

En la misma se hacía alusión a lo siguiente: 

«Me dirijo a usted como último recurso para abordar una situación de 

discriminación hacia mi persona y otros vecinos. 

En el año 2000, adquirí una propiedad completamente deteriorada en la localidad 

de Villarroya del Campo. Con gran esfuerzo, he logrado rehabilitarla por 

completo, contribuyendo así, aunque modestamente, al tejido comunitario de un 

pueblo que forma parte de lo que se conoce como la España vaciada. A pesar de no 

estar empadronado debido a que no resido en el pueblo más de seis meses al año, 

paso tres o cuatro meses durante la temporada cálida junto a mi familia: esposa, 

hijos y nietos. 
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Asimismo, cumplo religiosamente con el pago de todos los impuestos 

correspondientes. 

Cuando adquirí la propiedad, el actual alcalde no estaba en el cargo. Actualmente, 

el alcalde está en su cuarta legislatura. El primer alcalde nunca hizo distinciones 

entre empadronados y no empadronados. 

Sin embargo, el actual alcalde ha comenzado a otorgar beneficios exclusivos a los 

empadronados, excluyéndonos a los no empadronados de recibirlos simplemente 

por no estar registrados. Un ejemplo reciente de esta discriminación es la 

implementación de tarifas diferenciadas para el uso de una pista de pádel 

construida para el pueblo de Villarroya este verano (2023). La comisión del 

ayuntamiento, liderada por el alcalde, acordó establecer tarifas de 8 euros para 

empadronados y 10 euros para no empadronados. 

Expresó el Sr. (...) su desacuerdo con esta discriminación al Sr. Alcalde, 

argumentando que estas diferencias en las tarifas solo fomentan la discordia en 

un pueblo tan pequeño. El Sr. Alcalde justificó estas tarifas como una bonificación 

para favorecer a los empadronados y para incentivar a los no empadronados a 

registrarse en el municipio. 

El 13 de enero de 2024, durante una sesión plenaria, se aprobaron nuevamente 

estas tarifas discriminatorias para la pista de pádel. El 25 de enero de 2024, 

escribió el Sr. (...) una carta al Sr. Alcalde expresando su queja y disconformidad 

con la aprobación de esas tarifas discriminatorias. Adjuntó el Sr. (...) varias 

sentencias del Tribunal Supremo que respaldarían la ilegalidad de dichas 

medidas. 

A pesar de haber transcurrido un período considerable desde el envío de la carta, 

el Sr. (...) no ha recibido respuesta alguna.» 

Segundo.- Habiendo examinado el contenido del escrito de queja 

presentado, se resolvió admitir la misma a supervisión, y dirigirse al 

Ayuntamiento de Villarroya del Campo con la finalidad de recabar 

información sobre la cuestión planteada en la queja. 

Tercero.- En contestación a lo solicitado por esta Institución el 

Ayuntamiento de Villarroya del Campo nos remitió el siguiente Informe: 
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«1. La explotación de la pista de pádel corre a cargo de la empresa/autónomo que 

gestiona el Club Social del municipio. Es allí donde se reserva, se paga el precio 

público y donde se recibe y se devuelve la llave de la instalación. Con el dinero 

recaudado, se hacen cargo de las tareas de limpieza y mantenimiento de la pista. 

El ayuntamiento no recibe ningún ingreso por el uso de la mencionada pista. 

2. Los precios públicos de utilización de la pista de pádel sí han sido fijados por 

el consistorio, están regulados en la ordenanza municipal aprobada en asamblea 

vecinal el 13 de enero de 2024 y son de 10 euros por hora y media de juego sin luz 

y de 11 euros con luz. Son tarifas únicas para todo el público, independientemente 

de si está empadronado o no en el municipio. 

3. Dentro del programa municipal de fomento del deporte y la vida saludable, 

y al tratarse de una instalación nueva, el Ayuntamiento aprobó otorgar una 

subvención nominal directa de 2 euros a cada empadronado que reserve la pista 

de pádel, independientemente de si con quienes juega están o no empadronados. 

Es decir, que si reserva una persona empadronada y juega con tres que no lo están, 

se benefician todos de esa subvención. 

4. En su escrito, el señor (...) alude a que esta medida ha fomentado discordia 

en el municipio. Conviene puntualizar que, al tratarse de un municipio de “concejo 

abierto” todo se decide o se ratifica en asambleas vecinales por todos los 

empadronados según la Ley 9/2009, de 22 de diciembre, también la ordenanza 

municipal de uso de la pista de pádel. Ésta se aprobó provisionalmente por 

unanimidad en el pleno celebrado el 13 de enero de 2024 y nadie presentó 

alegaciones en el periodo posterior establecido tras su publicación. Es más, tras su 

posterior aprobación definitiva, tampoco ha habido nadie en el municipio, salvo 

el mencionado señor Liso, que haya formulado ninguna queja ni por la ordenanza, 

ni porque el ayuntamiento conceda estas subvenciones a empadronados. 

5. Por otro lado el señor (...) habla de que “el actual alcalde ha comenzado a 

otorgar beneficios exclusivos a los empadronados”. Algo que es radicalmente 

falso. El Ayuntamiento, que tengo el honor de presidir desde hace 17 años, sólo 

tiene dos líneas de subvenciones para empadronados: 

• Fomento del deporte y la vida saludable: 2 euros de subvención a cada 

empadronado por cada reserva de la pista de pádel independientemente de 

quiénes sean sus compañeros de partida. 
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6. Desde el Ayuntamiento tenemos muy presentes las sentencias que el Tribunal 

Supremo ha dictado en contra de diferentes entidades locales por tarifas 

discriminatorias entre empadronados y no empadronados en determinados 

servicios. Por este motivo, hemos procurado ser escrupulosos con nuestras 

subvenciones o bonificaciones. Hemos tomado como ejemplo planes del 

Ayuntamiento de Zaragoza como el programa Z16, donde se subvenciona el 100% 

del coste de uso de diferentes instalaciones municipales a los empadronados en la 

Ciudad de Zaragoza que durante el año natural cumplan los 16 años. 

Adjunto, remito el texto íntegro de la ordenanza municipal de uso de la pista de 

pádel y plan de fom, aprobada el pasado 13 de enero de 2024.» 

II- CONSIDERACIONES JURÍDICAS 

Primera.- A la vista del contenido de la queja, la cuestión objeto de estudio 

se circunscribe a determinar la procedencia o improcedencia de la exigencia 

de cumplir el requisito de estar empadronado en Villarroya del Campo para 

tener derecho a la subvención de 2 euros que se establece en el artículo 7 de 

la Ordenanza reguladora del funcionamiento de la pista de pádel municipal,. 

Segunda.- La Ley 7/1999, de 9 de abril, de la Administración Local de 

Aragón, en materia de competencias de los Ayuntamientos establece en su 

artículo 42 lo siguiente: 

«1. Los municipios, en el ejercicio de su autonomía y en el ámbito de sus 

competencias, pueden promover toda clase de actividades y prestar cuantos 

servicios públicos contribuyan a satisfacer las necesidades y aspiraciones de la 

comunidad vecinal. 

2. Los ámbitos de la acción pública en los que los municipios podrán prestar 

servicios públicos y ejercer competencias, con el alcance que determinen las Leyes 

del Estado y de la Comunidad Autónoma reguladoras de los distintos sectores de 

la acción pública, serán los siguientes: (...) 
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n) Las actividades e instalaciones culturales y deportivas; archivos, bibliotecas, 

museos, conservatorios de música y centros de bellas artes; la ocupación del 

tiempo libre, el turismo. 

3. Los municipios ejercen sus competencias en régimen de autonomía y bajo la 

propia responsabilidad. En la programación y ejecución de su actividad se 

coordinarán con la Diputación General de Aragón y las demás Administraciones 

Públicas». 

Dicha Ley 7/1999, en su Título VI, bajo la rúbrica «Actividades, obras, 

servicios y contratación», dedica el segundo de sus capítulos a los servicios 

públicos locales, y regula en su artículo 201 las condiciones de acceso a los 

servicios públicos en los siguientes términos: 

«Todos los ciudadanos que reúnan los requisitos establecidos en cada caso tendrán 

igual derecho a la utilización de los servicios públicos locales, sin que pueda existir 

discriminación en la prestación de los mismos que no sean las derivadas de la 

capacidad del propio servicio. 

La reglamentación del servicio podrá establecer ventajas económicas en beneficio 

de los grupos sociales de menor capacidad económica o precisados de especial 

protección». 

El artículo 205 del Decreto 347/2002, de 19 de noviembre, del Gobierno de 

Aragón, por el que se aprueba el Reglamento de Bienes, Actividades, Servicios 

y Obras de las Entidades Locales de Aragón, define servicio público local 

como el que se presta «para satisfacer los intereses y necesidades de la 

comunidad vecinal en los asuntos de competencia de las Entidades locales. 

Dichos servicios podrán tener por objeto el suministro de bienes y el 

desarrollo de actividades destinadas a la consecución de fines sociales y a 

promover el desarrollo económico y ciudadano de la comunidad local». 

El acceso al servicio público local queda regulado en el artículo 207 del 

referido Reglamento en los siguientes términos: 

«1. La reglamentación de cada servicio público local detallará el alcance, carácter, 

contenido y regularidad de las prestaciones que incluya. 
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2. Todos los ciudadanos que reúnan los requisitos establecidos en cada caso 

tendrán igual derecho a la utilización de los servicios, sin que pueda existir otra 

diferenciación en la prestación de los mismos que no sea la derivada de su 

capacidad material o funcional. 

3. No obstante, podrán establecerse diferencias económicas o de prestación en 

beneficio de los grupos sociales con menor capacidad económica o merecedores de 

especial protección.» 

Por tanto, y en aplicación de la referida normativa, sólo es posible establecer 

diferencias económicas, o de prestación, en favor de las personas que sean 

merecedoras de una especial protección o tengan necesidad económica. 

Tercera.-  El artículo 44 de la Ley de Haciendas Locales determina la fijación 

del importe del precio público en los siguientes términos: 

«1. El importe de los precios públicos deberá cubrir como mínimo el coste del 

servicio prestado o de la actividad realizada. 

2. Cuando existan razones sociales, benéficas, culturales o de interés público que 

así lo aconsejen, la entidad podrá fijar precios públicos por debajo del límite 

previsto en el apartado anterior. En estos casos deberán consignarse en los 

presupuestos de la entidad las dotaciones oportunas para la cobertura de la 

diferencia resultante si la hubiera.» 

Por otra parte, el Reglamento de Servicios Públicos de las Corporaciones, 

aprobado por Decreto de 17 de junio de 1955, establece en su artículo 150 que: 

«1. La tarifa de cada servicio público de la Corporación será igual para todos los 

que recibieren las mismas prestaciones y en iguales circunstancias. 

2. No obstante, podrán establecerse tarifas reducidas en beneficio de sectores 

personales económicamente débiles.» 

Normas, las transcritas, que garantizan el principio de igualdad de los 

usuarios ante las tarifas que apruebe la Administración por la utilización de 

los servicios que preste, y señalan que pueden haber diferencias de trato 

basadas en razones de capacidad económica o interés público. 
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Cuarta.- El Tribunal Supremo, en su Sentencia de 20 de julio de 2023, y en 

relación con la exigencia de ser vecino empadronados para tener derecho a la 

bonificación de una tasa por la prestación de un servicio municipal, señala lo 

siguiente: 

«Sin embargo, como ya hemos advertido anteriormente, la motivación económica 

se encuentra ausente en el presente recurso de casación, toda vez que el argumento 

que al respecto se ofrece -que las personas empadronadas contribuirían por una 

doble vía al sostenimiento del servicio (abono de las tasas y contribución mediante 

el pago de los impuestos municipales)- no puede ser acogido, ante la circunstancia 

de que los no empadronados también pueden estar sometidos a los tributos locales. 

Como última reflexión, sin entrar a realizar mayores consideraciones al respecto, 

la razonabilidad del criterio de la residencia (esto es, el empadronamiento), como 

base exclusiva de la ventaja fiscal analizada, podría requerir, llegado el caso (por 

ejemplo, en presencia de un eventual vínculo transnacional), de una justificación 

suplementaria desde la perspectiva del Derecho de la Unión Europea. Por tanto, a 

la vista de todo lo expresado, no cabe advertir que el empadronamiento se erija en 

un criterio razonable y objetivo a los efectos de justificar la diferencia entre los 

usuarios de las instalaciones polideportivas, piscinas y frontones municipales a la 

hora de abonar la tasa correspondiente». 

El Tribunal  Superior de Justicia de Cantabria, en su Sentencia de 9 de enero 

de 2023, examinó la legalidad de la bonificación de un precio público, por el 

uso de las piscinas municipales, en razón de si el usuario del servicio público 

estaba empadronado o no en el municipio, y dictaminó la nulidad de dicha 

bonificación al considerar que el empadronamiento no es un criterio 

razonable para justificar dicha bonificación, con la siguiente motivación:  

«En efecto, el art. 150 del Reglamento de Servicios de las Corporaciones Locales 

establece el principio de igualdad de los usuarios ante las tarifas de los servicios. 

Es cierto que el apartado dos de dicho precepto permite fijar tarifas reducidas o 

bonificadas, en beneficio de sectores personales económicamente débiles, pero en 

este caso no se aprobó bonificación alguna por razón de la capacidad económica. 

Los beneficios fiscales eran solo para los empadronados en el municipio, con 

independencia de que fueran o no titulares de una o más viviendas frente a 

aquellos que no figurasen empadronados en el Municipio, diferencia de trato 

totalmente artificiosa e injustificada, por no venir fundada en un criterio objetivo 
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y razonable de acuerdo con juicios de valor generalmente aceptados. Tal y como 

estableció, en un asunto similar, el Tribunal Supremo en sentencia de fecha 14 de 

noviembre de 2012, rec. casación 697/2010.  

En la citada sentencia, se fija el Tribunal Supremo en lo establecido en la sentencia 

anterior de 12 de julio de 2006, a la que se aferra en nuestro caso el letrado de la 

administración municipal. Sentencia que dice textualmente: "En definitiva, la 

diferencia de trato, que era importante, pues los precios del metro cúbico de agua 

para consumo variaba según fuera consumo doméstico o industrial de 75 pesetas 

metro a 275 pesetas, se establece en función del empadronamiento, que no es un 

criterio jurídicamente asumible.  

En nuestro caso, el empadronamiento o no en el municipio era el único criterio 

observado por el Ayuntamiento para establecer la bonificación fiscal, por lo que 

es un motivo claramente ajeno a la naturaleza de las causas justificativas incluidas 

en la jurisprudencia, ya que no atiende al criterio de la capacidad económica de 

los usuarios del servicio público de piscina, y se debe declarar el artículo 5 de la 

estudiada ordenanza nulo por es contrario al artículo 14 de la CE (EDL 1978/3879) 

en relación con el artículo 150 del RSPCL.» 

En conclusión, y según se desprende de las Sentencias transcritas, y como ya 

hemos señalado, cualquier posible disparidad entre las tarifas de los precios 

públicos por los servicios prestados debe fundamentarse en razones sociales, 

benéficas, culturales o de interés público. 

Por tanto, y a juicio de esta Institución, introducir el requisito del 

empadronamiento para determinar la aplicación de una tarifa de un precio 

público (incluso, a través de una subvención), podría estar en contradicción 

con la normativa reguladora de los precios públicos y del acceso a los servicios 

públicos, de acuerdo con la jurisprudencia expuesta, salvo que concurriesen 

las circunstancias previstas legalmente que, en su caso, deberían resultar 

oportunamente explicitadas. 

https://online.elderecho.com/seleccionProducto.do?nref=1978%2F3879&producto_inicial=*&anchor=ART.14
https://online.elderecho.com/seleccionProducto.do?nref=1978%2F3879&producto_inicial=*&anchor=ART.14
https://online.elderecho.com/seleccionProducto.do?nref=1978%2F3879&producto_inicial=*&anchor=ART.14
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III.- RESOLUCIÓN 

Vistos los antecedentes de hecho y consideraciones realizadas, y en ejercicio 

de las facultades que a esta Institución confiere el artículo 22 de la Ley 4/1985, 

de 27 de junio, reguladora del Justicia de Aragón, considero oportuno 

SUGERIR al Ayuntamiento de Villarroya del Campo que valore la 

conformidad a Derecho del requisito del empadronamiento exigido para 

conceder la subvención del precio público por el uso de la pista de pádel 

municipal, de conformidad con lo que se ha expuesto en el contenido de la 

presente resolución. 

Agradezco de antemano su colaboración y espero que en un plazo no superior 

a un mes me comunique si acepta o no la Sugerencia formulada, indicándome, 

en este último supuesto, las razones en que funde su negativa. 

En Zaragoza, a 20 de marzo de 2025 

 
Concepción Gimeno Gracia  

Justicia de Aragón 


